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La entrada en vigor del conocido como “Cuarto Paquete Ferroviario” se ha traducido en 
la liberalización de los servicios comerciales de alta velocidad. Pero el otro de los grandes 
pilares de la liberalización, la introducción de una competencia por la prestación de los 
servicios sujetos a Obligaciones de Servicio Público aún está en ciernes.  
El presente estudio pone en relieve cuales son las características principales del régimen 
jurídico de dichas obligaciones en el ámbito ferroviario. Se han comparado los distintos 
puntos de vista institucionales, jurisdiccionales y doctrinales sobre aquellas cuestiones 
relativas a las OSP que suelen generar más debate, tales como los mecanismos de 
adjudicación y los de compensación. Después de analizar el statu quo normativo, se han 
llegado a dos conclusiones principales: 
Por un lado, la reforma del año 2016 del Reglamento 1370/2007 sienta las bases para que, 
a partir de diciembre de 2023, la licitación competitiva sea la norma para la adjudicación 
de los Contratos de Servicio Público. Aun así, la inclusión de numerosas excepciones a 
este régimen general y la terminología excesivamente vaga empleada pueden impedir que 
la apertura del mercado sea verdaderamente efectiva.   
Por otro lado, el régimen jurídico estatal integrado por los artículos 59 y 60 de la Ley 
38/2015 del Sector Ferroviario configura un régimen competencial excesivamente 
centralizado en el Ministerio de Fomento y que no dota a la CNMC de unas competencias 
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1.1 Contexto actual 
 
La reciente liberalización de los servicios ferroviarios de pasajeros ha generado una gran 
expectativa tanto en los medios de comunicación como en el ámbito económico. Se habla 
en la mayoría de los casos de la competencia en servicios comerciales de alta velocidad. 
Este es el resultado del llamado “Cuarto Paquete Ferroviario”, la cuarta revisión del 
proceso de liberalización de la industria ferroviaria iniciado en la Unión Europea en los 
años noventa.  
La construcción de una red ferroviaria europea común está suponiendo un importante 
paso en la integración de la Unión. En el caso de España, el inicio de operaciones de 
OUIGO (Rielsfera S.A.U) en los servicios comerciales de pasajeros ha supuesto una 
auténtica revolución para todo el sector. Sin embargo, sin intención de menospreciar la 
importancia que tiene este hecho, muchas veces se presta mucha menos atención a otro 
de los pilares fundamentales de la liberalización ferroviaria.  
Juntamente a los servicios comerciales, también se ha aprobado una apertura progresiva 
del mercado de las Obligaciones de Servicio Público (en adelante OSP), que son los 
servicios interés general no cubiertos por el mercado y asumidos por el sector público. 
Tradicionalmente los servicios OSP han sido asignados a los grandes operadores públicos 
estatales mediante mecanismos de adjudicación directa. 
Sin embargo, la reforma del año 2016 del Reglamento 1370/2007 sobre los servicios 
públicos de transporte de viajeros por ferrocarril y carretera, así como la nueva Ley del 
Sector Ferroviario del año 2015 sientan las bases de una futura liberalización. Hoy en día 
los OSP en el sector ferroviario representan casi el 50% del total de servicios de pasajeros 
en España. 1.  
Quizás aún tardaremos unos años en oír de nuevo la llegada de una segunda liberalización 
ferroviaria, pero cuando lo haga supondrá una revolución aún mayor a la que estamos 
 
1 IRG-RAIL Eight Annual Market Monitoring Working Document. Independent Group 
Regulation. (2020) p. 141 
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viviendo. Los servicios que integran las OSP, tales como Cercanías y Regionales, son 
muchas veces los más cercanos al ciudadano, constituyendo verdaderos ejes 
vertebradores del equilibrio territorial, especialmente en aquellas zonas menos 
densamente pobladas. 
1.2 Objetivos y metodología 
 
Teniendo en cuenta el contexto normativo descrito, mi principal objetivo en el presente 
estudio es realizar un análisis de la regulación de las Obligaciones de Servicio Público en 
el sector ferroviario a partir de tres preguntas fundamentales: 
1ª ¿Cuál ha sido el papel de los servicios de interés general en el origen y 
desarrollo del Ferrocarril en España? 
2ª ¿Qué papel tienen las OSP en la industria ferroviaria y cómo contribuyen 
a su liberalización los recientes cambios introducidos en la legislación 
comunitaria?  
3ª ¿Cuál debiera ser el marco normativo y estratégico estatal para la futura 
liberalización de las OSP? 
Para responder a las cuestiones formulados se ha divido el estudio en cuatro bloques: 
En primer lugar, antes de entrar en un análisis sectorial, se realiza un breve repaso de la 
concepción de “servicio público” en la doctrina, la regulación de los llamados “servicios 
esenciales” en la Constitución española y la aparición posterior del concepto “Obligación 
de Servicio Público”.  Es imprescindible entender cuál va a ser el nuevo papel del Estado 
en la economía, en especial en los sectores que tradicionalmente estaban monopolizados 
por el sector público.  
En segundo lugar, se estudia la evolución del marco normativo ferroviario hasta la entrada 
en vigor del Reglamento 1370/2007. Se abordan los distintos marcos normativos que 
regulaban los servicios de interés público en el sector ferroviario: el articulado de la Ley 
de Caminos de Hierro de 1855, la Ley 16/1987 (de 30 de julio) de Ordenación de los 
Transportes Terrestre y se finaliza con la Ley del Sector Ferroviario 39/2003. 
En tercer lugar, se analiza la regulación europea contenida en la última reforma del año 
2016 del Reglamento 1370/2007. Haremos especial énfasis en la regulación de los 
mecanismos de adjudicación y de compensación analizando tanto ejemplos de su 
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aplicación en la jurisprudencia nacional y europea, así como las perspectivas de varias 
instituciones públicas y organizaciones empresariales en relación a éstos.   
En los dos bloques finales se analiza la regulación contenida en los artículos 59 y 60 de 
la Ley del Sector Ferroviario de 29 de septiembre de 2015, acompañando también los 
principales pronunciamientos de la CNMC y un breve análisis del statu quo en las 
relaciones entre el Ministerio de Fomento y Renfe Operadora. 
Por último, quisiera mencionar que el presente trabajo está estrechamente ligado con mi 
trabajo de fin de Grado de Administración y Dirección de Empresas (mayo 2021) en el 
que se analizan los efectos, en términos de eficiencia, de la liberalización de  los servicios 
OSP de Cercanías y Regionales2. 
1.3 Limitaciones del estudio  
 
Una de las principales limitaciones que tiene el presente Trabajo de Fin de Grado se 
refiere a la materia en sí misma. La liberalización ferroviaria de las OSP aún está en 
ciernes en toda Europa. Esto imposibilita tener una amplia variedad de perspectivas 
judiciales, incluso doctrinales. En este sentido, es escasa -en el momento que se escriben 
estas líneas- la jurisprudencia europea en aplicación del Reglamento 1370/2007. Sin 
embargo, las implicaciones que tiene la liberalización de la OSP no son menores. Con el 
presente estudio he pretendido esclarecer los asuntos más interesantes, a mi parecer, del 
marco jurídico actual de las OSP ferroviarias. De todos modos, será a partir del año 2023 







2 OCHOA PÉREZ, GUILLEM Eficiencia y liberalización ferroviaria: el caso de los servicios de 
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2. Servicio público y Obligaciones de Servicio Público 
 
2.1 El concepto de servicio público 
 
El concepto de servicio público tiene su origen en la escuela francesa de Derecho 
Administrativo de finales de siglo XIX. Según Léon Duguit el servicio público es toda 
actividad administrativa del Estado imprescindible para el funcionamiento de la 
sociedad3.  Para entonces los servicios públicos se limitaban a intervenir en aquellos 
sectores que se consideraban esenciales mediante la garantía de prestación directa de 
ciertas prestaciones.  
Pero a lo largo del siglo XX se produjo una ampliación de la intervención pública del 
Estado, que pasó a participar activamente de la vida económica.  Será entonces cuando 
se diferencien las actividades del Estado asociadas a la seguridad y administración de las 
prestacionales, en las que se enmarcarán los servicios públicos.  
La doctrina española tradicionalmente ha definido el servicio público como la obligación 
por la cual el Estado (u otro ente territorial) asume el deber y la responsabilidad de 
garantizar una prestación de interés público, de manera regular y concreta a los 
ciudadanos, bien realizándola por sí o asegurando su realización por tercero. La 
mencionada asunción se realiza mediante la declaración de titularidad pública, también 
conocida como publicatio. 4 
Pero actualmente la actividad del Estado no es tan sólo de carácter material o prestacional, 
sino que cada vez más su intervención se basa en establecer mecanismos de autorización 
y control para garantizar el interés general o ciertas necesidades públicas. Desde mi punto 
de vista convendría olvidar ya el tradicional concepto de servicio público y centrarnos en 
la terminología usada en la Constitución y en el ordenamiento europeo. No hablaremos 
de un servicio público abstracto sino más bien de servicios de interés general económicos, 
servicios esenciales, obligaciones de servicio público u obligaciones de servicio universal 
en las que el Estado interviene regulando la competencia en el mercado.  
 
3 DUGUIT, LEÓN Les transformations du Droit public. Libraire Armand Colin, Paris. (1913). Acceso el 
día 21/12/2020, disponible en : https://gallica.bnf.fr/ark:/12148/bpt6k67925q/f1.item.texteImage 
4 GARRIDO FALLA, FERNANDO (1994) El concepto de servicio público en Derecho español. Revista 
de Administración pública n 135. p.22-23 
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Uno de los mejores ejemplos de dicha transición, y que resulta clave para el presente 
trabajo, ha sido la liberalización de los sectores tradicionalmente monopolizados por la 
iniciativa pública, como es el caso del transporte. Tal y como subraya Martínez Aliza, en 
el sector del transporte existen unas implicaciones de orden social y económico que hacen 
necesario el recurso del intervencionismo administrativo con el fin de corregir las 
disfunciones típicas del mercado de trasporte, garantizando así que la prestación de 
servicios de transporte sea accesible al mayor número de personas5.   
 
En resumen, el concepto servicio público como categoría jurídica que satisface las 
necesidades a través de la asunción de la titularidad pública es algo del pasado. En los 
Estados del siglo XXI existen mecanismos mucho más variados para satisfacer los 
intereses públicos6. 
2.2 Del servicio público a los servicios esenciales. 
 
Las divergencias sobre el concepto de servicio, e incluso la propia existencia de un 
concepto dogmático unívoco de servicio público, hizo que los ponentes constituyentes 
(1978) no optaran por una noción precisa del mismo, y por ello, únicamente se delimitó 
en nuestra Carta Magna, el ámbito de intervención del Estado concretando ciertos 
requisitos para la intervención pública. 
A lo largo del texto constitucional nos encontramos varias disposiciones que tratan de 
manera directa o indirecta aspectos relacionados con el concepto dogmático de servicio 
público. En primer lugar, ya el artículo 103.1 CE7 nos avanza que la Administración 
pública sirve con objetividad los intereses generales siempre con sometimiento a la ley, 
siendo este el marco en el que todas las Administraciones del Estado deben moverse en 
cualquier intervención pública. 
 
5MARTINEZ ALIZA, EVA . El derecho del transporte en la Unión Europea: La reforma estructural del 
sector ferroviario y la aplicación de la doctrina de los recursos esenciales. Universidad Complutense de 
Madrid. (2013) 
6 MELIÁN GIL, JOSÉ El servicio público en el contexto constitucional y comunitario Anuario da Facultade 
de Dereito da Universidade da Coruña n.9. (2005) p.542  
7 Art 103 CE “(…)La Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales y actúa de 
acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con 
sometimiento pleno a la ley y al Derecho.(…)” 
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Pero la habilitación prestacional de la administración está recogida de manera genérica 
en el artículo 128.2 CE según el cual: 
“Se reconoce la iniciativa pública en la actividad económica. Mediante ley se podrá 
reservar al sector público recursos o servicios esenciales, especialmente en caso de 
monopolio, y asimismo acordar la intervención de empresas cuando así lo exigiere el 
interés general.” 
Como se puede observar, el citado artículo no nombra en ningún momento el concepto 
servicio público, y más bien parece introducir dos nuevos conceptos que definen la 
actuación del Estado.  
En efecto, dos son los roles que puede jugar la Administración del Estado en relación a 
la intervención en la economía y la asunción de ciertos mercados. Por un lado, una 
iniciativa pública que compite como un individuo más en el mercado y, por otro, la 
asunción de la titularidad de aquellas actividades supeditadas a intereses públicos de 
carácter esencial8. Este último concepto según la jurisprudencia constitucional es 
equivalente a “(…) prestaciones vitales o necesarias para la vida de la comunidad(…)”9 
.  
El régimen constitucional establecido en el artículo 128.2 CE fue realizado en un 
momento en el que no se quiso optar por un modelo único de intervención pública estatal, 
sin saber por entonces las importantes modificaciones que introduciría el acervo europeo.  
En el actual marco jurídico, el Estado garantiza la prestación efectiva de servicios a través 
de la regulación e imposición de obligaciones a los operadores del mercado, sin asumir 
necesariamente la titularidad de ellos.  Esto ha conllevado la ruptura definitiva con los 
esquemas tradicionales dados para definir el concepto de servicio público (produciéndose 
el efecto conocido como despublicatio). 10 
 
 
8TRONCOSO REGADA, ANTONIO Dogmática administrativa y derecho constitucional: el caso del 
servicio público. Revista Española de Derecho Constitucional, año 19 n. 57. (1999) p.103. 
En palabras de Troncoso Regada “(…) El establecimiento de un servicio esencial supone la publificación 
de una actividad, que pasa a ser de titularidad exclusiva del Estado, lo que significa la supresión del 
ejercicio de la libertad de empresa y del derecho de propiedad de los particulares en ese ámbito.(…) 
9 STC 26/1981 de 17 de julio de 1981 
10 MUÑOZ MACHADO, SANTIAGO Tratado de Derecho Administrativo y Derecho Público General . 
Iustel, vol 1. (2006) 
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En el devenir temporal han ido abriéndose nuevos mercados de servicios esenciales, de 
titularidad y prestación única estatal, a la competencia y a la iniciativa privada. Un buen 
ejemplo de ello fueron las empresas públicas integrantes del INI, entramado empresarial 
público que vulneraba el marco de la economía de mercado definido por la CE, pues gran 
parte de sus déficits se financiaban con cargos netos a los Presupuestos Generales del 
Estado11. 
La intervención del Estado debe limitarse a ser garante de las prestaciones vinculadas al 
interés público y no debe distorsionar -como regla general- la libre competencia en el 
mercado. De igual modo, es posible imponer ciertas obligaciones a la propia iniciativa 
privada en garantía de intereses generales12.  Esta segunda opción es la que se optó desde 
la construcción de la Comunidad Europea para la liberalización de aquellos sectores en 
los  que  los Estados europeos habían ejercido, históricamente, un monopolio. 
2.3 Marco comunitario de los servicios púbicos: introducción del concepto de 
obligación de servicio público 
 
 
Las leyes fundacionales de la Unión consideran la liberalización y apertura del mercado 
en sus territorios como pilar y valor de la construcción europea13 . Esta concepción se 
traslada a los distintos mecanismos de apertura y de garantía de la competencia. En 
concreto, en el Tratado de Funcionamiento de la Unión europea (artículos 14 y 106 del 
TFUE) se define cuál ha de ser el papel de la intervención pública en el mercado para 
garantizar ciertas prestaciones sociales que la UE asume también como propias.  Según 
el artículo 14 TFUE: 
“Sin perjuicio del artículo 4 del Tratado de la Unión Europea y de los artículos 93, 106 y 
107 del presente Tratado, y a la vista del lugar que los servicios de interés económico 
 
11 MUÑOZ MACHADO, SANTIAGO Tratado de Derecho Administrativo y Derecho Público General . 
Iustel, vol 1. (2006) p.11 
12 Recordemos en este punto el sentido “social” que da la Constitución al Derecho de la propiedad (art.33.2 
CE) y el hecho que la Libertad de Empresa se sitúa fuera de los Derechos Fundamentales de protección 
privilegiada de la Sección II, primando en todo caso -siempre dentro del marco de la ponderación de los 
distintos derechos afectos-. 
13 Veáse el Articulo 2 TUE “La Unión establecerá un mercado interior. Obrará en pro del desarrollo 
sostenible de Europa basado en un crecimiento económico equilibrado y en la estabilidad de los precios, 
en una economía social de mercado altamente competitiva, tendente al pleno empleo y al progreso social, 
y en un nivel elevado de protección y mejora de la calidad del medio ambiente. Asimismo, promoverá el 
progreso científico y técnico.”. En esta línea también el artículo 36 de la Carta de Derechos Fundamentales 
de la Unión Europea garantiza el acceso a los servicios de interés económico general de acuerdo con la 
cohesión social y territorial de la Unión.  
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general ocupan entre los valores comunes de la Unión, así como de su papel en la 
promoción de la cohesión social y territorial, la Unión y los Estados miembros, con 
arreglo a sus competencias respectivas y en el ámbito de aplicación de los Tratados, 
velarán por que dichos servicios actúen con arreglo a principios y condiciones, en 
particular económicas y financieras, que les permitan cumplir su cometido.(…)” 
 
 Del citado artículo podemos deducir que los servicios esenciales y sociales propios de 
un Estado del bienestar han de ser compatibles con la libre competencia y, por ende, el 
hecho de que pueda existir interés público o en pro de garantizar servicios esenciales -tal 
y como parece establecer el artículo 128.2- no justifica la reserva al Estado de dicha 
actividad económica. Se introduce el concepto de “servicios de interés económico 
general” (SIEG) como principal marco en el que debe desarrollarse la intervención estatal. 
Dicho término fue creado como respuesta a la dispar doctrina europea sobre dicha 
intervención y los servicios públicos. Tratábase así de compatibilizar la liberalización con 
la protección de determinados intereses públicos y servicios que un Estado social debe 
garantizar.  Los SIEG han venido siendo definidos por la Comisión europea como: 
 
“Los servicios de mercado a los que los Estados miembros imponen determinadas 
obligaciones en virtud de criterios de interés general”14. 
 
Este concepto permite la compatibilidad de lo público y lo privado, otorgando a la 
Administración la capacidad de configurar de manera reforzada determinadas actividades 
mediante su configuración jurídica. Y en este contexto se engloba precisamente el artículo 
106.2 TFUE, en el que se limita nítidamente cómo se deben desarrollar o garantizar dichas 
prestaciones públicas en los mercados: 
“Las empresas encargadas de la gestión de servicios de interés económico 
general o que tengan el carácter de monopolio fiscal quedarán sometidas a las 
normas de los Tratados, en especial a las normas sobre competencia, en la medida 
en que la aplicación de dichas normas no impida, de hecho o de derecho, el 
cumplimiento de la misión específica a ellas confiada. ”15.   
 
14 COMISSIÓN EUROPEA Servicios de interés general en Europa COM (2001) 598 (01). Accedido el 
25/12/2020. Disponible en: https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=LEGISSUM%3Al26087 
15 Art 106.2 TFEU, la cursiva es nuestra.  
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Por tanto, en caso de conflicto entre la libertad de competencia y los intereses generales 
de la Unión, debe realizarse un análisis proporcionado para que dichos objetivos se vean 
garantizados con una mínima afectación de la libre de competencia.  
El artículo citado no proporciona ninguna referencia al órgano que debe garantizar la 
gestión de servicios de interés económico general, sino que más bien el factor decisivo en 
que se fundamenta la garantía pública (respecto a ciertos servicios esenciales) es que se 
asegure la prestación efectiva de los mismos16. En palabras de Melián Gil17, cuando los 
servicios de interés económico general solo se puedan garantizar18 mediante la reserva al 
sector público de determinadas actividades, puede llegar a excluirse de las reglas de la 
competencia a sectores estratégicos. El control de que dichas exclusiones se hagan de 
acuerdo con el Derecho europeo recae en la Comisión Europea (artículo 108 TFUE). 
 Así ha ocurrido por ejemplo en el servicio postal universal, que ha sido reservado en un 
gran número de países europeos a la titularidad estatal en favor, además, de un operador 
público19 . Pero incluso en el caso que se reserve servicios categorizados como esenciales 
a la Administración pública, ello no puede en, ningún caso, afectar ni justificar una 
distorsión de todo el sector  en la prestación de otros servicios en los que no existan dichos 
intereses20 . 
Lo más habitual es que prevalezca la competencia en el mercado y que, en su caso, los 
servicios que sean considerados esenciales se garanticen mediante las obligaciones de 
servicio público que deben asumir los operadores. Dichas obligaciones son auténticas 
prestaciones efectivas asumidas por la iniciativa privada que se someten a licencias o 
autorizaciones para operar en el mercado. 21 Es decir, la intervención pública en los 
servicios económicos de interés general debe realizarse a través de la constitución de 
 
16  BAUBY, PIERRE Y SIMILIA, MICHAELA Public services in the European Union and in the 27 
member Statesion Centre européen des entreprises à participation publique. Paris.(2011) p. 11 
17 MELIAN GIL op cit  p.539 
18 En este aspecto el TJUE desde los años 90 vino estableciendo una interpretación restrictiva de las reservas 
del Estado de ciertos servicios por su incompatibilidad con los mercados en competencia.  
19 Veáse en el caso de España la disposición adicional primera de la Ley 43/2010, de 30 de diciembre, del 
servicio postal universal, de los derechos de los usuarios y del mercado postal que concede a la Sociedad 
Estatal Correos y Telégrafos S.A exclusiva sobre los servicios postales universales.  
20 Entiéndase por esto, por ejemplo, el peligro de distorsión de la competencia por financiación cruzada 
cuando el operador público opera ciertos servicios reservados en régimen de exclusiva y además también 
participa del mercado de servicios no esenciales o de interés público en el que se debe de garantizar. En 
esta línea el TJUE ya se pronunció en el caso Corbeau C-320/91 en el que negó la posibilidad de adjudicar 
al operador público en exclusiva servicios no esenciales para compensar el déficit generado por el servicio 
postal universal. 
21 MUÑOZ MACHADO, SANTIAGO op cit. p.1187 
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concretas obligaciones que se imponen a los operadores en el mercado junto con la 
creación de mecanismos de control y garantía que aseguren que las misiones bajo OSP 
son efectivamente satisfechas. 
 En palabras de la Comisión en su Libro Blanco del año 200422 las obligaciones de 
servicio público se podrían definir como “requisitos específicos que imponen las 
autoridades al prestador del servicio con el fin de garantizar que se cumplan determinados 
objetivos de interés público, por ejemplo, en materia de transporte aéreo, ferroviario y por 
carretera transporte y energía. Estas obligaciones pueden aplicarse a nivel comunitario, 
nacional o regional.”23.  
Deben tener como único objetivo establecer garantías para la salvaguarda de los intereses 
generales amparados por los propios valores de la UE mencionados ad supra. Esto se 
traslada en la garantía y la obligación que impone el art 106.2 TFEU, el cual prohíbe 
favorecer ningún operador en el mercado. En el caso que algún operador perciba subsidios 
por parte del Estado para la prestación de ciertas obligaciones de servicio público, estos 
no pueden afectar ni favorecer o proporcionar ventajas frente a otros competidores. Solo 
en el caso que cumplan alguna de las misiones mencionadas en el artículo 107 TFEU se 
podrían declarar como ayudas compatibles con el mercado interior24. 
En el caso de los transportes se reconoce explícitamente en el artículo 93 TFUE25 la 
obligatoriedad de los Estados miembros a compensar a los operadores de prestaciones 
OSP mediante subvenciones, que constituirán ayudas compatibles con los Tratados.  
De lo anteriormente mencionado, deducimos que la naturaleza de las OSP depende de las 
características del mercado en las que se circunscriba. Pero su uso no puede ser en ningún 
caso arbitrario, ni dar lugar al cierre total del mercado en pro del interés público ni 
 
22 COMISIÓN EUROPEA Libro Blanco sobre los servicios de interés general COM (2004) 374 
23 BAUBY, PIERRE y SIMILIA, MICHAELA op cit. p.12 
24 A saber: Ayudas de carácter social a los consumidores individuales, las derivadas por desastres 
naturales, las que ayuden al desarrollo económico de regiones con un subempleo importante 
contempladas en el 349 TFEU, proyectos de interés común europeo, las ayudas para facilitar 
determinadas actividades en regiones económicas desfavorecidas. En este aspecto hay que 
destacar que hay ciertas ayudas que cuando son inferiores a 200.000 Euros no deben comunicarse 
a la comisión mediante el proceso del 108 TFEU, son las conocidas como Excepciones en Bloque 
o GBER.  
25 Según el artículo 93 TFEU” Serán compatibles con los Tratados las ayudas que respondan a las 
necesidades de coordinación de los transportes o que correspondan al reembolso de determinadas 
obligaciones inherentes a la noción de servicio público.” 
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tampoco utilizar las obligaciones de servicio público para distorsionar su normal 
funcionamiento.   
En este aspecto será muy relevante el contrato de servicio público que hayan otorgado 
operadores y Administración 26.  En el caso del Ferrocarril y los Transportes Terrestres 
los requisitos para que dicho contrato sea compatible con el Derecho de la UE se regirán 
según los criterios establecidos por el Reglamento 1370/2007 EC.27 
Resumiendo lo anteriormente expuesto, debemos recordar las diversas modalidades de 
OSP, desde el contrato de servicio público en exclusiva para ciertos operadores que 
operan servicios OSP a obligaciones de servicio universal en las que se obliga a todos los 
operadores en el mercado a garantizar el acceso al servicio 28. Pero, insisto, la imposición 
de una OSP no puede justificar el cierre arbitrario -en pro del interés público- del 
mercado, ni tampoco distorsionar directa o indirectamente su normal funcionamiento, 
aspecto relevante en el sector del transporte ferroviario europeo, como veremos a 
continuación. 
3.Marco jurídico del ferrocarril como servicio público en España: 
del ferrocarril por concesiones del siglo XIX hasta la entrada en 
vigor del Reglamento 1370/2007 
 
Una vez visto cual es el marco jurídico constitucional y comunitario que legisla servicios 
de interés público, en el presente punto analizaremos la aplicación en el sector ferroviario 
del proceso de liberalización al que dio lugar el principio de libre competencia instaurado 
por el TFEU.  
 
 
26 MONTERO PASCUAL, JUAN JOSÉ  (2009) Financiación de los obligaciones de servicio púbico Tirant 
monografías n. 637. p. 30 
27 Reglamento (CE) No 1370/2007 del Parlamento Europeo y del Consejo de 23 de octubre de 2007 sobre 
los servicios públicos de transporte de viajeros por ferrocarril y carretera y por el que se derogan los 
Reglamentos (CEE) no 1191/69 y (CEE) no 1107/70 del Consejo 
28 Esto último es lo que ocurre en el sector de la telefonía. Como dispone la Ley 9/2014 General de 
Telecomunicaciones en su art.25 LGT “Se entiende por servicio universal el conjunto definido de servicios 
cuya prestación se garantiza para todos los usuarios finales con independencia de su localización 
geográfica, con una calidad determinada y aun precio asequible.  
Véase también sobre esta aspecto art. 84 y ss de la Directiva (UE) 2018/1972 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 11 de diciembre de 2018, por la que se establece el Código Europeo de las Comunicaciones 
Electrónicas 
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 En el caso del ferrocarril, desde inicios de la década de los 90 del siglo XX se produjo 
un proceso de liberalización de los servicios ferroviarios por paquetes en el que se 
liberalizaba servicio por servicio.  Ha sido un proceso lento, complejo, del que siempre -
desde el primero momento, y a diferencia de otros sectores en red como la telefonía- los 
Estados miembros de la UE han recelado.   
 
A continuación, expondremos cuál ha sido el marco legislativo nacional y europeo de la 
regulación del sector ferroviario, desde el origen del ferrocarril en España hasta el reciente 
Reglamento Europeo 1370/2007 sobre las OSP en el sector ferroviario. 
 
3.1 Las distintas etapas del ferrocarril en España desde la Ley de Ferrocarriles 
hasta la entrada de España en la CEE (1855-1986). 
 
 La regulación del ferrocarril en España encuentra sus orígenes en la Ley del Ferrocarril 
de 185529.  La red de vía era categorizada como red de servicio general30 y de dominio 
público. Ello no obstaculizaba para que se permitiera la construcción de red ferroviaria 
financiada por particulares, mediante una concesión en exclusiva para estos últimos (art. 
4 a 7 LF 1855) otorgada en base a un sistema de pujas. Por lo tanto, la titularidad de los 
ferrocarriles quedaba en manos del Estado, mientras que la construcción y gestión se 
encomendaba a los particulares.  
 
Como destaca Bermejo Vera31 con dicho sistema se trató de compatibilizar la necesaria 
titularidad de este servicio público con el respeto a la iniciativa privada. El Estado asumió 
la potestad de autorizar a los particulares el libre ejercicio del derecho al establecimiento 
de líneas férreas32. 
 
Aun teniendo más de un siglo de antigüedad, en la LF 1855 aparecen figuras muy 
similares a las obligaciones de servicio público (OSP). Al fin y al cabo, dichas 
 
29 Ley General de Caminos de Hierro  de 3 de junio de 1855, en adelante LF 1855 
30 Véase el artículo 3 de la Ley de Ferrocarriles de 1855 según el cual “(…)Todas las líneas de ferrocarril 
destinadas al servicio general, son del dominio público, y serán consideradas como obras de utilidad 
general(…). 
31 VERA BERMEJO, JOSÉ Régimen jurídico del ferrocarril en España (1844-1974): Estudio específico 
de Renfe.(1975) Editorial Tecnos  
32 VERA BERMEJO, JOSÉ  op cit.p.33 
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obligaciones no son más que el reflejo de la colaboración público-privada para garantizar 
ciertos servicios de interés público. En concreto, a modo de ejemplo podemos recordar lo 
que establece el artículo 33 LF 1855: 
“(…) En el pliego de condiciones de cada concesión se comprenderán los 
servicios gratuitos que deban prestar las empresas, y las tarifas especiales para 
los servicios públicos (…)”. 
 
Es decir, se reconocía al Estado un poder regulador para garantizar ciertas prestaciones 
de servicio público mediante el establecimiento de tarifas y otras obligaciones de servicio 
gratuito33. Eso hacía que en los servicios que no fueran económicamente rentables 
pudieran garantizarse mediante subsidios del Estado. En este punto conviene subrayar 
que la decisión sobre si la explotación de los servicios ferroviarios debía ser realizada por 
el Estado o por la iniciativa privada en subasta dependía del interés público (artículo 40 
LF 1855).  
 
Dicho concepto nos recuerda mucho a la definición de los sectores de interés general del 
derecho comunitario visto ad supra, en el que el monopolio público puede verse 
justificado si existen razones objetivas para las cuales el servicio no pueda ser garantizado 
de otro modo34.  Se incorpora también una auténtica obligación de servicio público -muy 
parecida a la que se da actualmente en el sector de las telecomunicaciones con el llamado 
servicio universal- en su artículo 37: 
 
“(…) En todas las líneas se establecerá un telégrafo eléctrico con los hilos que se 
determine en la concesión de cada una. La construcción y conservación se hará 
por cuenta de las empresas (…).” 
 
 
33 El concepto “servicio gratuito” se refiere claramente a cesión de acceso a la infraestructura, pues 
recordemos que con la ley 1855 se concedía en exclusiva el uso de la red construida. Podríamos 
aventurarnos a decir que dicho concepto fue una de la primera vez que se introdujo en el ordenamiento 
español un concepto similar al de obligación de servicio universal para el acceso a la infraestructura.  
34 En este punto conviene señalar también lo que establece el artículo 41, según el cual “(…)En cada 
concesión se determinará la manera en que el Gobierno ha de ejercer la intervención necesaria para 
mantener en buen estado el servicio de los ferrocarriles, y asegurarse de los gastos e ingresos de las 
empresas.(…)”. Aunque en este punto quisiera matizar que el concepto de interés público y de servicio 
público en pleno siglo XIX era mucho más ambiguo que en la actualidad. 
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A cambio las compañías de ferrocarriles recibían subvenciones, anticipos no 
reintegrables, préstamos sin interés del Estado como contrapartida de la intervención del 
Estado en las tarifas y ciertos servicios. Es decir, se compensaba a las compañías 
concesionarias por la prestación de servicios públicos.  
 
Dicho sistema se mantuvo durante unos años y la legislación ferroviaria se fue 
consolidando con continuas reformas35 que incrementaron la participación del capital 
público.  Como expone Bermejo Vera36, el problema principal es que el sistema de 
concesiones parte de un error importante y es que la infraestructura ferroviaria se 
configura como un monopolio natural37 y, por lo tanto, se hace imprescindible la inversión 
y control públicos de la infraestructura.  
 
Ya a mediados la segunda década de los XX, en época de la dictadura de Primo de Rivera, 
era patente que el sector ferroviario se asentaba cada vez más como un oligopolio de 
grandes empresas (Norte y MZA) y que la intervención del Estado tanto en el control 
político de las mismas como financieramente era cada vez mayor38.  Finalmente, en el 
año 1941 se crea con la Ley de Bases de Ordenación Ferroviaria y de los Transportes por 
carretera la RENFE39, como respuesta un importante plan de rescate nacional de las 
antiguas concesiones de las líneas de interés general. 
 
RENFE se constituye como una entidad de Derecho Público con personalidad jurídica 
propia que explota la totalidad de servicios ferroviarios de ancho ibérico que se somete a 
 
35 como la Reforma de la Ley del Ferrocarril de 1877 o la introducción del Estatuto Ferroviario de 1924 en 
el que por primera vez se estructuró un sistema de rescate público de las concesionarias 
36 Op cit. p.32 Bermejo Vera apunta claramente a la necesidad que había de un deslinde jurídico del 
ferrocarril, en el que ni tan si quiera se intenta regular de forma separada “(…) lo que supone el 
establecimiento del camino de hierro, como infraestructura, y el propio funcionamiento del servicio, como 
actividad de transporte. (…).  
37 Un monopolio natural es aquel en el que existen altos costes hundidos y bajos costes marginales que 
hacen que un mercado en competencia sea inviable a largo plazo debido a que una sola empresa puede 
producir un determinado output de manera mucho menos costosa a distintas empresas en competencia. 
Efectivamente, el ferrocarril se articula según gran parte de la literatura económica.  
38 En 1932 se creó la llamada Intervención Permanente en los Ferrocarriles, en la que representantes del 
Estado estarían presente en los órganos de gestión de las compañías en las que el Estado había hecho 
aportaciones de capital o recursos (la cuasi totalidad de ellas). Tenían entonces importantes  
39 Según la base primera “(…)Para todas las líneas férreas españolas de ancho normal, de servicio y uso 
público, explotadas por Compañías concesionarias, cualquiera que sea la fecha de vencimiento de la 
concesión, se adelanta al día primero de febrero de mil novecientos cuarenta y uno la consolidación de la 
plena propiedad por el Estado, entrando éste el indicado día en el goce de dichos ferrocarriles.(…).  
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las normas jurídicas de carácter privado. 40 Con el Estatuto de RENFE de 196441 se creó 
un claro marco normativo en el que RENFE aparecía como entidad pública con cierta 
autonomía y que se sometía frente a terceros -incluso frente a los viajeros- a un régimen 
privado.  Tenía como misión principal la gestión y explotación de la totalidad de la red 
de ferrocarriles españoles42. Por lo tanto, RENFE tenía la obligación de explotar todos los 
servicios que tuviesen la catalogación de servicio público. Para aquellos servicios menos 
rentables se garantiza una partida presupuestaria a RENFE del Ministerio de Obras 
Públicas (en relación a los aspectos tecnológicos respecto a la infraestructura) y del 
Ministerio de Hacienda (respecto al control contable de los déficits de explotación).  
 
La obligación de prestar ciertos servicios de interés público era compensada mediante 
partidas presupuestarias43 . Como destaca Olmedo Haya (2001)44, a partir de este 
momento se vinieron estableciendo Planes Decenales en los que el Estado asumió en 
general los déficits de la explotación de RENFE45 manteniendo el mismo modelo de 
prestación de este servicio esencial al ser RENFE la encargada de gestionar en monopolio 
tanto los servicios ferroviarios como la infraestructura. 
 
La entrada de España en la Comunidad Europea significó la necesidad de actualizar la 
normativa vigente hasta entonces a los objetivos comunitarios. Se producirán dos 
importantísimos cambios: la introducción de una necesaria Ley de Ordenación de los 
Transportes Terrestres46 -pues la Ley de 1941 había quedado totalmente desfasada- y, en 
 
40 Ello creó gran polémica ya que tal y como expone OLMEDO HAYA supuso una auténtica huida del 
Derecho Administrativo ya que todos los contratos de obras, servicios y relaciones laborales quedaban 
totalmente regulados por el Derecho privado. Hubo una importante discusión sobre cuál era verdaderamente 
la naturaleza jurídica de RENFE. 
 Vide: OLMEDO HAYA, ANA Estudio histórico del ferrocarril desde la perspectiva de sus normas 
reguladoras II Congreso de Historia ferroviaria "Siglo y medio de ferrocarriles en Madrid". (2001) p.13 
41 Decreto 2170/1964, de 23 de julio, por el que se aprueba el Estatuto de la Red Nacional de los 
Ferrocarriles Españoles. 
42 Según el Estatuto de 1964 en su artículo 46 establece que “RENFE quedará obligada a prestar eficazmente 
el servicio público que tiene encomendado habida cuenta de las necesidades del tráfico, de la capacidad de 
las instalaciones y del rendimiento económico de la Empresa. 
43 Según el artículo 73 del Estatuto “(…) El Estado otorgará a RENFE, en su caso, una subvención 
compensadora de la insuficiencia económica de la explotación que no pueda ser cubierta con los fondos de 
reserva disponibles. Las partidas que según las cuentas normalizadas de la explotación no sean imputables 
a la gestión ordinaria de la Empresa no tendrán la consideración de déficit, sin perjuicio de que su importe 
sea abonado a RENFE al mismo tiempo que aquél. (…)” 
44 OLMEDO HAYA, ANA Estudio… op.cit. p.15 
45 Se intentaron formalizar las relaciones entre el Estado y Renfe con diversos Contrato-Programa a lo largo 
de los 70 y 80 con el objetivo de reducir el déficit de explotación cubierto por el Estado 
46 Ley 16/1987, de 30 de julio, de Ordenación de los Transportes Terrestres 
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segundo lugar, la introducción de un importante paquete normativo europeo que tiene con 
objetivo la apertura del mercado ferroviario.  
 
3.2 La introducción de un necesario esquema normativo nacional: De la LOTT a la 
LSF 
 
 En el año 1987 se introdujo la llamada Ley de Ordenación de Transportes Terrestres 
juntamente con un importante reglamento de desarrollo aprobado el año 199047 . Se 
consideró de nuevo los ferrocarriles como un servicio público de titularidad estatal que 
gestionaba tanto la infraestructura como la explotación de los servicios ferroviarios.  Una 
de las novedades que se introdujo en la LOTT fue el deslinde normativo entre la 
infraestructura y la explotación de los servicios ferroviarios, lo que era ya una 
reivindicación histórica de Bermejo Vera (1975)48.  
 
Dicha ley por primera vez recoge el concepto de “obligación de servicio público” en su 
artículo 20.1 LOTT 1987, regulando la atribución de dichos servicios por parte de la 
Administración: 
 
“La Administración, cuando existan motivos sociales que lo justifiquen, podrá 
imponer a las empresas titulares de servicios regulares de viajeros obligaciones 
de servicio público, entendiéndose por tales aquellas que la empresa no asumiría, 
o no lo haría en la misma medida y condiciones, si considerase exclusivamente 
su propio interés comercial.” 
 
Es decir, RENFE era la encargada de realizar en exclusiva las Obligaciones de Servicio 
Público, aunque no se definían claramente las rutas ni líneas objeto de OSP. Por lo tanto, 
en el marco de la LOTT  1987 se introdujo las OSP, que son un concepto intrínseco a la 
liberalización de los mercados.  Pero al mismo tiempo -en cuánto al sector ferroviario- se 
seguía garantizando un monopolio de RENFE para la explotación de estos49.   
 
47 Real Decreto 1211/1990, de 28 de septiembre, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley de 
Ordenación de los Transportes Terrestres 
48 Se define en el artículo 155 de dicha ley la llamada Red Nacional Integrada de Transporte Ferroviario 
con una regulación propia.  
49 Según el artículo 156 LOTT 1987 “1. Las líneas y servicios de la Red Nacional Integrada serán objeto 
de ordenación y explotación unitarias, correspondiendo aquélla a la Administración del Estado, y ésta a la 
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El año 2003 se aprueba la llamada Ley del Sector Ferroviario50, que supone un importante 
cambio del mapa organizativo del ferrocarril. En primer lugar, se crea ADIF como el 
nuevo ente gestor público de la infraestructura y se constituye Renfe Operadora como 
sociedad mercantil pública.  El nuevo ente gestor de la infraestructura será el encargado 
de realizar la declaración de la red51, en el que se detalla la adjudicación de los surcos en 
la red (art. 21 Ley 23/2003), entre otras funciones.  
 
Dichos cambios vinieron impulsados por las Directivas 12/2001 CE52 y 14/2001 CE53. 
También como fruto de las mencionadas directivas se introdujo en el artículo 82 de la 
mencionada ley el llamado “Comité de Regulación Ferroviaria” (actualmente dentro de 
la CNMC) que sería el encargado auditar el comportamiento de ADIF en la adjudicación 
del acceso a la red de futuras operadoras.  
 
La LSF del año 2003, en su artículo 53, menciona un supuesto procedimiento de 
adjudicación de las Obligaciones de Servicio Público, aunque se usó la terminología 
equivalente “Servicios de interés público”. Según dicho artículo: 
 
“Las autorizaciones para prestar servicios de transporte ferroviario de interés 
público en las referidas líneas o tramos se otorgarán por el Ministerio de 
Fomento mediante el correspondiente procedimiento de licitación pública que se 
ajustará a lo que reglamentariamente se prevea y, en todo caso, a los principios 
de transparencia y no discriminación. No obstante, cuando el coste anual de 
prestación del servicio no exceda de 1.000.000 de euros, la autorización podrá 
ser objeto de adjudicación directa”. 
 
 
Sociedad Estatal «Red Nacional de los Ferrocarriles Españoles» (RENFE), regulada en el Capítulo V del 
presente Título.”. 
50 Ley 39/2003, de 17 de noviembre del Sector Ferroviario 
51Esta declaración es el documento donde el gestor de la infraestructura planea las adjudicaciones de los 
surcos en la red y los precios para el acceso de las nuevas operadoras privadas ferroviarias. 
52 Según el artículo 6 ““se encomienden a entidades o empresas que no presten a su 
vez servicios de transporte ferroviario, con el fin de garantizar un acceso equitativo y no 
discriminatorio a la infraestructura”. Directiva 2001/12/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 26 
de febrero de 2001 . 
53 Directiva 2001/14/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 2001, relativa a la 
adjudicación de la capacidad de infraestructura ferroviaria, aplicación de cánones por su utilización y 
certificación de la seguridad. 
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Pareciera entenderse con dicho artículo que con la LSF 2003 se abría la competencia por 
la prestación de los servicios públicos cuando los contratos públicos excedan de la cuantía 
de 1.000.000 de euros. Sin embargo, la disposición transitoria tercera dejaba dicha norma 
sin efecto alguno: 
 
“(…) hasta tanto la Unión Europea no establezca un régimen de apertura del 
mercado para este tipo de transporte (…) RENFE-Operadora tendrá derecho a 
explotar los servicios de transporte de viajeros que se presten sobre la Red 
Ferroviaria de Interés General (…)”. 
 
El artículo 53 LSF era de facto vacío en cuanto sus efectos, pues se seguía supeditando 
su aplicación a una futura apertura de los servicios OSP a la competencia, cuando así lo 
indicara la normativa europea. Aun así, creo que es importante tenerlo en cuenta pues es 
la primera vez que se anticipa una futurible liberalización de las Obligaciones de Servicio 
Público en la legislación española. 
 
 
3.3 La regulación de las OSP en la CEE y la UE hasta la entrada en vigor del 
reglamento 1370/2007 EC 
 
La normativa comunitaria sobre las obligaciones de servicio público en el ámbito 
ferroviario fue la primera intervención de la Comunidad Europea en la gestión común del 
sector de los transportes. Ya con el Reglamento 1017/6854 del Consejo se incluyó el sector 
de transportes en la aplicación general del Derecho de la Competencia.  
 
Pero la normativa más relevante en este aspecto fue el Reglamento 1191/69 en la que se 
regulaban las obligaciones inherentes -en terminología comunitaria actual las 
Obligaciones de Servicio Público- en el sector del ferrocarril55. Esta disposición, que se 
aplicó a las grandes compañías del ferrocarril europeas, supuso un importante cambio en 
 
54Reglamento (CEE) nº 1107/70 del Consejo, de 4 de junio de 1979, relativo a las ayudas concedidas en el 
sector de los transportes por ferrocarril, por carretera y por vía navegable 
55 Reglamento (CEE) nº 1191/69 del Consejo, de 26 de junio de 1969, relativo a la acción de los Estados 
miembros en materia de obligaciones inherentes a la noción de servicio público en el sector de los 
transportes por ferrocarril, por carretera y por vía navegable 
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la normativa europea56. Junto a dicho reglamento también se incluyó el 1107/70 relativo 
a la regulación de las ayudas otorgadas a las compañías ferroviarias en el ámbito del 
articulo 93 TFEU.57  
 
 El objetivo principal de estos reglamentos fue delimitar cómo se declaran las OSP en el 
ámbito ferroviario y cuándo constituyen o no ayudas de Estado. Una de las cuestiones 
más interesantes de dichas normativas es que se distinguen las diversas modalidades de 
OSP que pueden existir en el sector de transporte. 
 
 Por un lado, el artículo 2.3 del Reglamento 1191/69 regula las llamadas obligaciones de 
“explotar”, consistentes en garantizar las mediadas tecnológicas, de seguridad y 
continuidad de las líneas o instalaciones que se les haya concedido mediante concesión o 
autorización.  
 
En segundo lugar, establecía la llamada “obligación de transportar” que consiste, según 
el artículo 2.4, en las obligaciones para las operadoras de aceptar y efectuar servicios de 
viajeros a precios y condiciones determinadas. Dentro de estas obligaciones de transportar 
se ubica la llamada obligación tarifaria, establecida en el artículo 2.5 a las empresas de 
transporte, de aplicar precios establecidos o autorizados por la autoridad, contrarios al 
interés comercial de la empresa y resultantes, sea de la imposición, sea de la negativa de 
modificación de medidas tarifarias particulares, especialmente para determinadas 
categorías de viajeros, de productos o relaciones. 
 
 En el Reglamento de 1969 se establecían varias posibilidades de intervención pública de 
los OSP, ya sea con obligaciones de operar ciertos servicios o la imposición de tarifas 
 
56 Según el artículo 19 de la mencionada regulación “En lo que se refiere a las empresas ferroviarias , el 
presente Reglamento será aplicable , para su actividad de transporte por ferrocarril , a las empresas 
siguientes  Société nationale des chemins de fer belges ( S.N.C.B. ) /Nationale Maatschappij der Belgische 
Spoorwegen ( NMBS),  Deutsche Bundesbahn ( DB ), Société nationale des chemins de fer français ( 
S.N.C.F.), Azienda autonoma delle Ferrovie dello Stato ( FS )Société nationale des chemins de fer 
luxembourgeois ( C.F.L. ) Naamloze Vennootschap Nederlandse Spoorwegen ( NS ) . 
57 Como ya vimos, dicho artículo establecía la compatibilidad de las ayudas y compensación por costes de 
coordinación y OSP en el ámbito de transportes.  
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públicas.  En ambos casos, como establece el artículo 106 TFEU, debía tratarse de 
servicios de interés general58 que no fueren cubiertos por el mercado.   
 
Solo cuando se cumplían los mecanismos de compensación del Reglamento de 1969 se 
les excluía de la obligación de notificación a la Comisión impuesta por el articulo 108 
TFEU59.   El cálculo de dichas compensaciones se hacía en base a la diferencia entre 
costes e ingresos que ha generado la imposición de la OSP60.   
 
Sin embargo, el Reglamento 1107/70 permitía a los Estados extender esa compensación 
-por aplicación del artículo 93 TFEU- excepcionalmente: 
 
 “(..) cuando los pagos se hagan en favor de empresas de transporte por 
ferrocarril, por carretera y por vía navegable, para compensar las obligaciones 
de servicio público que les sean impuestas por el Estado o los entes públicos, y se 
refieran a: obligaciones tarifarias no enumeradas en el apartado 5 del artículo 2 
del Reglamento 1191/69 (…)”.  
 
Es decir, existía cierto margen de ampliación de la compensación de las OSP, pero que 
en todo caso debería de categorizarse ya como una auténtica ayuda de estado sometida, 
por tanto, al control por parte de la Comisión. Una de las mayores problemáticas del 
Reglamento de 1969 fue la potestad de los Estados de excluir de su regulación los 
servicios de cercanías y regionales, que son la mayoría de los servicios OSP en el sector 
ferroviario.  
 Esto conllevó que en el año 2003 el TJUE -con el conocido caso Altmark- estableciera 
cuáles deben de ser las condiciones que deben cumplir las compensaciones de las 
 
58 En concreto se establecen tres condiciones a tener en cuenta el interés general: las posibilidades de 
recurrir a otras técnicas de transporte, la capacidad de éstas para satisfacer las necesidades de transporte 
consideradas y los precios y condiciones de transporte que puedan ser ofrecidos a los usuarios. 
59 Según el artículo 108 TFEU “La Comisión será informada de los proyectos dirigidos a conceder o 
modificar ayudas con la suficiente antelación para poder presentar sus observaciones. Si considerare que 
un proyecto no es compatible con el mercado interior con arreglo al artículo 107, la Comisión iniciará sin 
demora el procedimiento previsto en el apartado anterior. El Estado miembro interesado no podrá ejecutar 
las medidas proyectadas antes que en dicho procedimiento haya recaído decisión definitiva.” 
60 También se establecía un régimen concreto de compensación para las obligaciones tarifarias según el 
cual se considera que existe una desventaja económica a compensar cuando “ (…)Una obligación tarifaria 
se considerará que implica desventajas económicas cuando la diferencia entre los ingresos y las cargas de 
tráfico sujetos a la obligación , sea inferior a la diferencia entre los ingresos y las cargas de tráfico resultante 
de una gestión comercial , que tenga en cuenta los costes de las prestaciones sujetas a esta obligación así 
como la situación del mercado . (…)” 
